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RESUMEN

Guatemala es una república constitucional multipartidista. En 2016, James Ernesto Morales Cabrera, del partido Frente de Convergencia Nacional, prestó juramento como presidente por un período de cuatro años. El 11 de agosto, Alejandro Giammattei fue elegido presidente para un período de cuatro años a partir del 14 de enero de 2020. Los observadores internacionales consideraron que, en general, la elección presidencial celebrada en 2019 fue libre e imparcial.

La función de la Policía Nacional Civil (PNC), bajo la supervisión del Ministerio de Gobernación y encabezada por un director general nombrado por el ministro, es velar por el cumplimiento de la ley y mantener el orden en el país. El Ministerio de Defensa Nacional supervisa las fuerzas armadas, cuya misión principal es la defensa del país; no obstante, el gobierno también recurrió al ejército para las operaciones de seguridad interna y de policía, conforme se prevé en la constitución. En 2018, el Ministerio de Defensa concluyó el retiro de 4.500 efectivos de las patrullas callejeras para concentrar sus fuerzas en las fronteras. En algunas ocasiones, las autoridades civiles no mantuvieron debidamente el control sobre las fuerzas de seguridad.

Los problemas importantes de derechos humanos comprendieron: condiciones penitenciarias duras y que ponían en peligro la vida; problemas considerables relacionados con la independencia de la judicatura, entre otros, litigios maliciosos e irregularidades en el proceso de selección de jueces; corrupción generalizada; trata de personas; delitos con violencia o amenazas de violencia contra personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales (LGBTI), personas con discapacidades y miembros de otros grupos de minorías; y el empleo de trabajo forzoso u obligatorio, o de trabajo infantil.

La corrupción y la deficiencia de las investigaciones hicieron difícil el enjuiciamiento. La sociedad civil criticó al gobierno por rehusarse a renovar el mandato de la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG), el cual concluyó el 3 de septiembre. La impunidad seguía siendo generalizada en los casos de abusos constantes de los derechos humanos, corrupción endémica del gobierno y atrocidades masivas cometidas durante el conflicto armado interno entre 1960 y 1996.

Sección 1. Respeto de la integridad de la persona, incluido el derecho a no verse sometida a:

a. Privación arbitraria de la vida y otras ejecuciones ilícitas o motivadas por cuestiones políticas

Hubo informes de que el gobierno o sus agentes cometieron ejecuciones arbitrarias o extrajudiciales. Al 31 de agosto, según el Ministerio Público, así como la PNC y su Oficina de Responsabilidad Profesional, el organismo de investigación de los abusos atribuidos a las fuerzas de seguridad, había dos denuncias de homicidios cometidos por la policía, a diferencia de 2018 cuando no hubo ninguna.

De acuerdo con la organización no gubernamental (ONG) Unidad de Protección a Defensoras y Defensores de Derechos Humanos - Guatemala (UDEFEGUA), entre enero y julio, al menos 12 activistas indígenas rurales fueron asesinados o murieron en circunstancias controvertidas. Algunos de los asesinatos parecían tener una motivación política y, al finalizar el año, todos los casos seguían siendo investigados (véase la sección 6, Indígenas). En 2018, un total de 26 activistas o defensores de los derechos humanos fueron asesinados.

Continuó el caso del exjefe de Inteligencia José Mauricio Rodríguez Sánchez en relación con el genocidio de la comunidad maya ixil durante el conflicto armado interno del país que duró de 1960 a 1996. La fiscalía apeló la resolución adoptada por un panel de tres jueces en septiembre de 2018, que declaró no culpable a Rodríguez. El 16 de junio, Luis Enrique García Mendoza, el comandante de operaciones bajo el mando de Ríos Montt, fue arrestado por la presunta planificación y ejecución de los planes militares contra la comunidad maya ixil. El 25 de junio, la fiscalía presentó una solicitud para destituir del caso a la jueza Claudette Domínguez del Juzgado de Mayor Riesgo A por un supuesto conflicto de intereses. Se concedió la recusación y, el 29 de noviembre, el juez Jimmi Bremer del Juzgado de Mayor Riesgo C acusó a García Mendoza de los cargos de genocidio y crímenes de lesa humanidad.

[bookmark: _Hlk25745312]El Ministerio Público presentó otro caso de genocidio contra la comunidad maya ixil cometido en los últimos meses del gobierno de Romeo Lucas García (1978-1982). En relación con este caso, fueron acusados tres oficiales de alto rango militar: César Octavio Noguera Argueta, Manuel Callejas y Callejas y Benedicto Lucas García. Manuel Callejas y Benedicto Lucas fueron declarados culpables en el caso Molina Theissen, y ambos están cumpliendo sentencias de 58 años. De acuerdo con el Ministerio, este caso incluyó un mínimo de 32 masacres, 97 asesinatos dirigidos, 117 muertes debidas a desplazamientos forzosos, 37 casos de agresión sexual y 80 casos de desapariciones forzosas. Muchas de las víctimas eran menores de edad. El 25 de noviembre, el juez Miguel Ángel Gálvez dictaminó que había pruebas suficientes para llevar el caso a juicio.

El Congreso hizo varios intentos de promover una ley de amnistía para conceder amnistía general y poner en libertad a los exoficiales militares y demás culpables de crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad durante la guerra civil, y evitar además el enjuiciamiento de aquellos acusados de crímenes de guerra, crímenes de lesa humanidad y genocidios.

Seguían las negociaciones para las reparaciones colectivas en el caso de las familias afectadas por la presa hidroeléctrica Chixoy. Hasta octubre, el gobierno había pagado cerca del 98% de los 200 millones de quetzales (US $26 millones) en reparaciones individuales a las familias afectadas por la presa. Durante el período de construcción de la presa, entre 1975 y 1985, más de 400 personas murieron y miles fueron desplazadas.

b. Desaparición

No hubo denuncias de desapariciones causadas por las autoridades del gobierno o en su nombre. El gobierno tomó medidas para investigar y procesar judicialmente los casos de desapariciones forzozas ocurridas durante el período del conflicto armado interno. Sin embargo, no cumplió con la orden de un Tribunal de Mayor Riesgo de crear una comisión nacional para la búsqueda de personas desaparecidas y un registro nacional de las víctimas.

Continuó el caso conocido como CREOMPAZ de los exoficiales militares acusados en 2017 de desapariciones forzosas y crímenes de lesa humanidad durante el conflicto armado. Antes de poder comenzar un juicio pleno, era necesario resolver varias apelaciones y peticiones de recusación presentadas en 2016. La fiscalía presentó una solicitud para destituir a la jueza Domínguez del caso por presunta predisposición y parcialidad hacia los miembros del ejército. El 4 de octubre, la Sala Primera de Apelaciones de Mayor Riesgo denegó la solicitud. La misma sala de apelaciones había concedido una solicitud similar el 12 de septiembre para destituir a Domínguez por presunta predisposición en el caso de violencia sexual contra las mujeres maya achí.

Uno de los oficiales militares vinculados al caso CREOMPAZ era Edgar Justino Ovalle Maldonado, un coronel jubilado quien fue elegido diputado del Congreso por el partido Frente de Convergencia Nacional en 2015. Ovalle permanecía oculto desde que la Corte Suprema de Justicia lo despojó de la inmunidad de enjuiciamiento en 2017.

c. Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes

Las leyes prohíben la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; no obstante, hubo informes de que los empleados públicos recurrieron a ellos en el Hospital Nacional de Salud Mental Federico Mora (véase la sección 6). La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) señaló que los mecanismos de documentación y denuncia de tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes seguían siendo débiles, lo cual impedía conocer en su totalidad la prevalencia de este problema.

Condiciones de las cárceles y los centros de detención

Las condiciones imperantes en las cárceles fueron duras, potencialmente peligrosas para la vida y con muchos casos de asesinatos entre los mismos reclusos. Las agresiones sexuales, la falta de higiene y atención médica adecuadas, así como el grave hacinamiento pusieron a los reclusos en un riesgo considerable. En ocasiones, las autoridades mantuvieron a las personas en prisión preventiva junto con los reclusos condenados, a los menores con los adultos y a los hombres con las mujeres.

Condiciones físicas: El hacinamiento carcelario fue un problema. Según las autoridades penitenciarias, al 1 de octubre, las prisiones diseñadas para recluir a 6.800 personas alojaban a 25.297 reclusos, de los cuales 2.806 eran mujeres. Al 2 de octubre, en cuatro centros de detención tradicionales y un centro de reinserción que estaban diseñados para albergar a 529 detenidos, había 708 reclusos menores de edad. Otros 1.242 reclusos estuvieron detenidos en tres centros nuevos de medidas alternativas. A pesar de la reducción del hacinamiento, en el Centro Juvenil de Detención Las Gaviotas, con una capacidad de 155 personas, había 303 reclusos. Cerca del 28% de los reclusos menores de edad no habían sido sentenciados y estaban en espera de juicio.

En las instalaciones de higiene y baños, y en los servicios de atención médica y dental, ventilación, control de temperatura y alumbrado, las condiciones físicas eran totalmente inadecuadas. Los reclusos tuvieron problema para obtener agua potable, se quejaron de alimentación deficiente y, con frecuencia, tuvieron que pagar para recibir más sustento. La venta y el consumo de drogas ilícitas fueron generalizados.

Según los oficiales penitenciarios, hubo problemas de seguridad y control, intentos de fuga, peleas entre pandillas, incapacidad para controlar el flujo de contrabando de bienes al interior de las prisiones, reclusos con armas de fuego y granadas en su poder y fabricación de armas. Los reclusos dirigieron actividades delictivas dentro y fuera de las prisiones. Los medios de comunicación informaron de pandillas delictivas transnacionales y grupos narcotraficantes que controlaban los principales centros penitenciarios. De acuerdo con las autoridades penitenciarias, entre enero y el 31 de agosto, al menos 26 reclusos perdieron la vida por causas no naturales durante el encarcelamiento. El 7 de mayo, siete reclusos murieron y casi 20 resultaron heridos en un motín en el penal de Pavón. El 5 de julio, otro motín en esa prisión dejó un muerto y tres heridos.

Según los medios de comunicación y las ONG, las reclusas estuvieron expuestas a continuos abusos físicos y sexuales, y denunciaron haber sido sometidas por los guardias penitenciarios a registros corporales innecesarios y abusos verbales. Los niños menores de cuatro años podían vivir en la cárcel con su madre, pero el sistema penitenciario no proporcionaba alimentos adecuados para los niños más pequeños y muchos de ellos padecieron enfermedades. Los grupos para la defensa de los derechos de las personas LGBTI denunciaron que las agresiones sexuales cometidas por otros reclusos contra estas personas fueron frecuentes, y que los establecimientos para proteger a los reclusos LGBTI eran insuficientes. Las ONG afirmaron que los procedimientos de admisión para los reclusos LGBTI no se estaban poniendo en práctica y expresaron especial preocupación ante los procedimientos empleados para las personas transgénero.

Administración: La ley dispone que las autoridades deben permitir que los presos y detenidos presenten denuncias sin censura a las autoridades judiciales y soliciten la investigación de alegaciones fiables de condiciones inhumanas; no obstante, las autoridades no investigaron la mayor parte de las denuncias de condiciones y tratos inhumanos, ni documentaron los resultados de esas investigaciones.

Vigilancia independiente: El gobierno permitió las visitas de asociaciones internacionales y locales de defensa de los derechos humanos, la Organización de los Estados Americanos, defensores públicos y agrupaciones religiosas. La Procuraduría de los Derechos Humanos (PDH) y la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura, ambas organismos gubernamentales independientes a cargo de garantizar que se respeten los derechos y el bienestar de los prisioneros, también visitaron periódicamente los centros penitenciarios.

Mejoras: La Secretaría de Bienestar Social reformó considerablemente los cuatro centros de detención para menores. La reforma del sistema de justicia juvenil dio lugar a más sentencias a medidas alternativas, por ejemplo, programas de trabajo y menos detenidos, lo cual alivió el hacinamiento en las cárceles. La Secretaría dividió las prisiones juveniles para lograr que se colocara a los menores en secciones separadas de los adultos.

d. Arresto o detención arbitrarios

Las leyes prohíben el arresto y la detención arbitrarios, pero hubo informes fidedignos de arrestos extrajudiciales, detenciones ilícitas y denegación de acceso oportuno a un juez y una audiencia como lo exige la ley. Los sospechosos tienen derecho a impugnar en un tribunal el fundamento jurídico o la naturaleza arbitraria de su detención. No hubo compensación para quienes se dictaminó que fueron detenidos ilícitamente.

Procedimientos de arresto y trato de los detenidos

La ley exige la presentación de una orden judicial a un sospechoso antes de efectuar su arresto, a menos que la policía lo detenga durante la comisión de un delito. La policía no puede detener a un sospechoso por más de seis horas sin presentar el caso ante un juez, pero las autoridades no respetaron habitualmente este derecho. Después de la instrucción de cargos, el fiscal suele disponer de tres meses para concluir la investigación si el acusado se encuentra en prisión preventiva, y de seis meses para finalizar la investigación si se concede el arresto domiciliario al acusado. La ley prohíbe la ejecución de órdenes entre las 6 de la tarde y las 6 de la mañana, a menos que el gobierno haya declarado un estado de sitio. Los jueces pueden ordenar el arresto domiciliario para algunos sospechosos. La ley dispone el acceso a abogados y el pago de una fianza para la mayoría de los delitos. El gobierno también proporciona representación jurídica a los detenidos indigentes, y los detenidos tienen acceso a sus familiares. A su criterio, el juez puede decidir si es permisible fijar fianza en los casos de prisión preventiva.

Arresto arbitrario: Al 31 de agosto, la Oficina de Responsabilidad Profesional había recibido 26 denuncias de detenciones ilícitas cometidas por la policía. Las denuncias señalaban que la policía no acataba las peticiones de habeas corpus en los casos de detención ilícita, especialmente durante las operaciones antipandillas en los vecindarios.

Detención preventiva: Según los expedientes del sistema penitenciario, al 1 de octubre, el 48% de los reclusos se encontraba en detención preventiva. La ley establece un máximo de un año para la detención preventiva, sin tomar en cuenta la etapa en la que se encuentre el procedimiento penal; sin embargo, el tribunal posee la autoridad jurídica para prorrogarla ilimitadamente según sea necesario. Con frecuencia, las autoridades retuvieron a los detenidos después de la fecha fijada para llevarlos a juicio o ponerlos en libertad. En muchas ocasiones, las investigaciones de larga duración y las frecuentes mociones de procedimientos, presentadas tanto por la defensa como por el fiscal, daban lugar a detenciones preventivas prolongadas y a la demora de los juicios por meses o años. Los observadores indicaron que la lentitud de las investigaciones y la falta de recursos judiciales obstaculizaban las tentativas de reducir la detención preventiva y el encarcelamiento ilegal. Las autoridades no ponían en libertad a algunos reclusos que habían cumplido totalmente sus sentencias porque los jueces no expedían las órdenes judiciales necesarias o por otras demoras burocráticas.

Una cultura de indiferencia hacia los derechos de los detenidos puso en riesgo el bienestar de estos. El 22 de agosto, se mantuvo aislado a Ronald Estuardo Fuentes Cabrera en espera de juicio por cargos de lesiones personales después de un accidente automovilístico. Fuentes murió a causa de una lesión torácica interna horas antes del juicio programado de su caso y sin haber sido examinado por un médico, mientras que su esposa y el pasajero del otro vehículo fueron llevados para que recibieran atención médica.

e. Denegación de juicio público imparcial

La constitución y las leyes establecen una judicatura independiente. Por lo general, el sistema judicial no celebró juicios imparciales u oportunos debido a ineficiencia, corrupción e intimidación de los jueces, fiscales y testigos.

Jueces, fiscales, demandantes y testigos seguían denunciando amenazas, intimidación y vigilancia, la mayoría de las veces de organizaciones de narcotraficantes. Hacia fines de agosto, el fiscal especial para delitos contra empleados del poder judicial había recibido 70 denuncias de amenazas o agresión, en comparación con 157 de enero a agosto de 2018.

El 16 de septiembre, la Corte de Constitucionalidad suspendió el proceso de postulación para seleccionar los 13 magistrados de la Corte Suprema y los 135 magistrados de la Corte de Apelaciones. La Corte dictaminó provisionalmente que no se seguían ciertos procedimientos necesarios, y que se omitían las evaluaciones de desempeño de los jueces y magistrados. Para el mes de diciembre, la Corte no había emitido su decisión definitiva acerca de la medida cautelar. El proceso de postulación actual permite que los políticos, funcionarios judiciales y demás ciudadanos influyentes manipulen de manera generalizada las comisiones de postulación y, en consecuencia, la judicatura no tuvo plena independencia.

Procedimientos judiciales

La constitución prevé el derecho a un juicio público imparcial, la presunción de inocencia, el derecho del acusado a comparecer en el juicio y el derecho a asesoramiento legal oportuno. La ley exige que el gobierno proporcione abogados a quienes enfrentan acusaciones penales y no pueden conseguir un abogado defensor ni pagar los honorarios de este. Los acusados y sus abogados pueden interrogar a los testigos de cargo y presentar sus propios testigos y pruebas. La ley dispone el “procedimiento abreviado”, similar a la negociación de condenas, para los delitos menores con condenas de prisión breves y el derecho de apelación. Los veredictos son emitidos por paneles de tres jueces. La ley dispone la celebración de juicios orales y ordena que se presten servicios de interpretación sin cargo a quienes los necesiten; no obstante, no siempre se dispuso de intérpretes. Los funcionarios llevaron a cabo los juicios en español, el idioma oficial, aunque muchos ciudadanos solo hablan una de las 23 lenguas indígenas reconocidas oficialmente.

El Ministerio Público, en calidad de órgano semiindependiente del Poder Ejecutivo, puede incoar procedimientos penales a iniciativa propia o en respuesta a una demanda. Los particulares pueden participar en el enjuiciamiento de casos penales como demandantes.

En el transcurso del año, la judicatura añadió 19 jueces, entre estos, un juez dedicado a reducir los casos pendientes de los tribunales. Los observadores nacionales e internacionales consideraron que el número de jueces era insuficiente.

Presos y detenidos políticos

No hubo informes de presos ni de detenidos políticos.

Procedimientos y recursos judiciales civiles

Las personas y organizaciones tienen acceso a recursos administrativos y judiciales para entablar demandas y solicitar desagravios judiciales en los casos de violación de los derechos humanos u otros supuestos agravios, o para pedir el cese de esas irregularidades. Por lo general, la judicatura fue imparcial e independiente en los asuntos civiles; sin embargo, adoleció de ineficiencias y de un sistema jurídico que suele permitir denuncias espurias.

f. Injerencia arbitraria o ilícita en la privacidad, la familia, el hogar o la correspondencia

La constitución y la ley prohíben esas acciones y, por lo general, el gobierno respetó esas prohibiciones.

Sección 2. Respeto de las libertades civiles, incluidas las siguientes:

a. Libertad de expresión, incluida la libertad de prensa

La ley concede la libertad de expresión y la libertad de prensa y, en general, el gobierno respetó estos derechos. No obstante, a causa de la intimidación y la violencia contra los periodistas, el nivel de autocensura fue considerable.

Libertad de expresión: El 21 de marzo, un tribunal desestimó un caso en el que el presidente Morales entabló una denuncia penal contra el activista social Roberto Rimola. Morales acusó a Rimola de difamación e insulto después de que Rimola lo insultara verbalmente. El tribunal dictaminó que insultar a los dirigentes de los tres poderes del gobierno no podía ser considerado un delito debido a los límites de la libertad de expresión. Morales apeló la decisión del tribunal y, el 29 de mayo, asistió a una audiencia en el juzgado. Al 1 de octubre, el caso seguía abierto y un tribunal inferior declaró que el caso debe ser juzgado específicamente según la ley sobre la libertad de expresión, que se suele reservar a los casos relacionados con los periodistas.

Prensa y medios de comunicación, inclusive la prensa en línea: Los medios de comunicación independientes estaban activos y expresaban una amplia variedad de opiniones. No obstante, los reporteros que informaban sobre la delincuencia organizada y sus vínculos con funcionarios públicos corruptos admitieron que se autocensuraban, conscientes del peligro que el periodismo de investigación suponía para ellos y sus familias. Las fuerzas de seguridad pública seguían imponiendo revisiones más estrictas de identificación a los periodistas que cubrían los eventos y las actividades del gobierno, una práctica que comenzó en agosto de 2018.

El 9 de mayo, la candidata presidencial Sandra Torres presentó una denuncia penal contra el diario elPeriódico después de que este publicara varias editoriales en su contra. La demanda de Torres se basó en la ley contra el feminicidio y la violencia contra las mujeres debido a las tentativas de infringir su integridad física y psicológica. El 13 de mayo, la candidata intentó cancelar la demanda, pero la ley sobre el feminicidio no permite el retiro de los casos y, en consecuencia, el Ministerio Público debe concluir la investigación.

Violencia y acoso: Los miembros de la prensa informaron haber recibido presión, amenazas y represalias de funcionarios públicos en relación con el contenido de sus reportajes. Durante el año, aumentaron los ataques por internet contra los periodistas y los medios de comunicación independientes, en forma de acceso ilícito a las cuentas privadas de periodistas, la publicación de información personal robada o falsificada e intentos aparentemente coordinados de perjudicar a periodistas específicos y a la prensa. El 20 de mayo, una publicación de blog contra Henry Bin, reportero de radio y del programa de televisión de fines de semana ConCriterio, y contra varios reporteros independientes, afirmaba que Bin era gay y que incurría en pedofilia y pornografía infantil. En abril y mayo, varios ataques contra reporteros incluyeron videos para acusar a los periodistas Juan Luis Font, Claudia Méndez y Pedro Trujillo de diversas formas de corrupción e inmoralidad.

Los miembros de la prensa seguían denunciando que eran el blanco de las amenazas y la violencia de funcionarios públicos y organizaciones delictivas, lo que entorpeció el ejercicio del periodismo libre y abierto. El gobierno no estableció un programa de protección para los periodistas, un compromiso voluntario que el país aceptó en 2012, durante el Examen Periódico Universal del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Según el Ministerio Público, se habían recibido 51 denuncias de atentados o amenazas contra periodistas; hacia fines de agosto, ninguno había sido asesinado, en comparación con los dos asesinatos cometidos en 2018.

El 4 de junio, el juez Miguel Ángel Gálvez del Juzgado de Mayor Riesgo B determinó que había causa suficiente para llevar a juicio el caso de Julio Antonio Juárez Ramírez, acusado de ordenar el asesinato de Danilo Efraín Zapón López, ocurrido en 2015 en Mazatenango, departamento de Suchitepéquez.

El Ministerio Público empleó una dependencia dedicada a la investigación de las amenazas y los atentados contra periodistas, pero la ONG Centro de Reportes Informativos sobre Guatemala indicó que la unidad había llevado a cabo pocos enjuiciamientos.

Repercusiones no gubernamentales: La delincuencia organizada ejerció influencia sobre los medios de difusión y los reporteros, y amenazó con frecuencia a estas personas por sus reportajes sobre actividades delictivas.

Libertad de acceso a internet

El gobierno no impuso restricciones, no impidió el acceso a internet, ni censuró el contenido publicado en línea, y tampoco hubo informes fidedignos de que el gobierno vigilara las comunicaciones electrónicas privadas sin la debida autorización judicial.

Los defensores de los derechos humanos, así como jueces y abogados de los casos prominentes, denunciaron ataques de los medios sociales, así como el acceso a sus cuentas privadas, la publicación de información personal robada o falsificada, la publicación de vigilancia fotográfica de ellos y sus familiares, difamación en línea e incitación al odio. El gobierno hizo poco por proteger a estas personas.

Libertad académica y actos culturales

El gobierno no impuso restricciones a la libertad académica ni a los actos culturales.

b. Libertades de reunión y de asociación pacíficas

La constitución prevé las libertades de reunión y de asociación pacíficas y, por lo general, el gobierno respetó estos derechos, con algunas excepciones. El 4 de septiembre, en respuesta al asesinato de tres soldados en el municipio de El Estor, departamento de Izabal, el presidente Morales declaró el estado de sitio en 22 municipios de cinco departamentos. El Congreso ratificó esta declaración, la cual limitó la libertad de reunión pacífica, la libertad de asociación y el derecho de protestar de más de un millón de ciudadanos que vivían en la zona bajo sitio. El presidente y el Congreso renovaron el estado de sitio por un segundo período de 30 días que concluyó el 4 de noviembre.

Libertad de reunión pacífica

La ley establece la libertad de reunión y, en general, el gobierno respetó este derecho, excepto durante la declaración del estado de sitio antes señalada.

Libertad de asociación

La ley establece la libertad de asociación y, en general, el gobierno respetó este derecho, excepto durante la declaración del estado de sitio antes señalada. No obstante, hubo informes de obstáculos considerables a la organización en el sector laboral (véase la sección 7.a.).

c. Libertad de culto

Véase el informe del Departamento de Estado sobre la libertad de culto en el mundo (International Religious Freedom Report) en https://www.state.gov/religiousfreedomreport/.

d. Libertad de circulación

La constitución y la ley establecen la libertad de circulación dentro del país, los viajes al extranjero, la emigración y la repatriación y, en general, el gobierno respetó estos derechos. El estado de sitio en Izabal y en lugares de otros cuatro departamentos limitó temporalmente los derechos de libertad de circulación (véase la sección 2.b.).

e. Desplazados internos

La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) expresó preocupación por la violencia contra los desplazados internos y reafirmó sus empeños por vigilar el problema y ofrecer asistencia a los desplazados. El país no reconoce oficialmente la existencia de desplazados internos dentro de sus fronteras, con excepción de los desplazados por el cambio climático y los desastres naturales. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos consideró que los 400 campesinos que el gobierno desalojó de la Reserva de la Biósfera Maya en 2017 eran personas desplazadas internamente. Los medios de comunicación y los grupos de la sociedad civil informaron que los desalojados no recibían asistencia suficiente del gobierno y seguían lidiando con problemas de pobreza y falta de tierras.

f. Protección de refugiados

Acceso a asilo: Las leyes disponen la concesión de asilo o la condición de refugiado, y el gobierno ha establecido un sistema para brindar protección a los refugiados. Sin embargo, según el ACNUR, los mecanismos de identificación y remisión para quienes solicitan asilo eran inadecuados. Las autoridades migratorias no tenían capacitación suficiente en lo que se refiere a las normas para establecer la condición de refugiado. El gobierno y el ACNUR firmaron un memorando de entendimiento, publicado el 4 de septiembre, para dar un impulso significativo al sistema de asilo y protección, y aumentar la capacidad para tramitar las solicitudes de asilo.

Acceso a servicios básicos: Según el ACNUR, era difícil el acceso de los refugiados a la educación debido a los requisitos onerosos que el país impone para acceder a la educación formal, entre otros, la documentación del país de procedencia.

g. Personas apátridas

No corresponde.

Sección 3. Libertad de participar en el proceso político

La constitución concede a los ciudadanos la capacidad de escoger su gobierno en elecciones periódicas libres e imparciales, celebradas por votación secreta y basadas en el sufragio casi universal e igualitario para las personas de 18 años y mayores. Los miembros de las fuerzas armadas, la policía y las personas encarceladas no tienen derecho a votar.

Elecciones y participación política

Elecciones recientes: En agosto, Alejandro Giammattei del partido VAMOS por una Guatemala diferente derrotó en una segunda vuelta electoral a la candidata Sandra Torres, del partido Unidad Nacional de la Esperanza, y prestó juramento como presidente en enero de 2020. La Organización de Estados Americanos y otros observadores internacionales señalaron algunas irregularidades en el proceso electoral, pero ninguna fue de importancia considerable como para desacreditar la legitimidad y la validez de las elecciones. Sin embargo, durante la campaña presidencial, dos de los principales candidatos en los comicios fueron descalificados y su nombre no apareció en la papeleta de votación. Tanto Zury Ríos, hija del expresidente Efraín Ríos Montt, como Thelma Aldana, ex fiscal general, afirmaron que las determinaciones en su contra tenían motivaciones políticas. La Procuraduría General de la Nación seguía investigando alegaciones de financiamiento ilícito en la campaña electoral de 2015, así como el caso contra Sandra Torres y el partido Unidad Nacional de la Esperanza.

Participación de la mujer y de las minorías: Ninguna ley limita la participación de las mujeres ni de las minorías en el proceso político, y ambos grupos participaron. No obstante, las prácticas tradicionales y culturales, además de la discriminación y el prejuicio institucional, limitaban la participación política de la mujer y de los miembros de grupos indígenas.

Había una mujer en el gabinete integrado por 13 funcionarios, 30 mujeres en el Congreso de 158 representantes y 10 entre los 340 alcaldes municipales. De acuerdo con el censo nacional de 2018, a pesar de que la población indígena integraba el 43% de la población, su representación en el gobierno del país era mínima. Había un solo indígena en la Corte de Constitucionalidad y otro en la Corte Suprema. El Congreso tenía 18 diputados indígenas, de los cuales dos eran mujeres. Los indígenas tenían una representación mayor entre los funcionarios elegidos de los gobiernos locales, donde ocupaban un tercio (113 de 333) de los cargos de alcalde elegidos en 2015.

Sección 4. Corrupción y falta de transparencia en el gobierno

La ley prevé sanciones penales para los casos de corrupción oficial, pero los funcionarios recurrieron frecuentemente a prácticas corruptas con impunidad. Hubo numerosas denuncias de corrupción del gobierno en el transcurso del año, muchas de las cuales fueron investigadas y enjuiciadas por el Ministerio Público, con el apoyo de la CICIG, por cargos de blanqueo de dinero, financiamiento ilícito de los partidos políticos y soborno.

Corrupción: El 16 de julio, el Ministerio Público presentó cargos contra más de 50 personas, entre las cuales había 10 miembros del Congreso, por recibir sobornos provenientes de la construcción y la compra de suministros médicos, y por conceder trabajos públicos por medios irregulares. Entre los acusados, estaba un ex candidato presidencial y un ex ministro de salud. Los cargos incluyeron la aceptación de sobornos para la construcción de un hospital después del terremoto de 2012 en la región occidental, la aceptación de sobornos en la compra de equipo médico innecesario y la creación de puestos fantasmas en el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social. El caso continuaba en la etapa previa al juicio, y algunos de los acusados seguían prófugos.

En el caso Odebrecht, relacionado con los sobornos pagados supuestamente al ex candidato presidencial, Manuel Baldizón, y al ex ministro de comunicaciones, Alejandro Sinibaldi, el 23 de julio, el Juzgado de Mayor Riesgo A sentenció a tres personas cercanas a Baldizón y Sinibaldi a seis años de prisión por blanqueo de dinero, y a dos de ellas a ocho años más por asociación ilícita. Baldizón seguía detenido en los Estados Unidos debido a una orden internacional de arresto por otros cargos de blanqueo de dinero y conspiración. Sinibaldi seguía prófugo y estaba implicado en otro caso de soborno y tráfico de influencias vinculado con el gobierno del expresidente Otto Pérez Molina.

La sociedad civil criticó al gobierno por rehusarse a renovar el mandato de la CICIG, el cual concluyó el 3 de septiembre. A pesar de la solicitud del gobierno a la CICIG de transferir la capacidad al Ministerio Público al terminar su mandato, gran parte de la sociedad consideraba que el Ministerio Público todavía no tenía capacidad autónoma para investigar los casos de corrupción y que la decisión de terminar el mandato de la CICIG se había tomado por motivos políticos. Hacia el final del mandato de la CICIG, la Comisión tenía un índice de aprobación del 70% aproximadamente.

Divulgación de información financiera: Los funcionarios públicos que perciben ingresos mensuales superiores a 8.000 quetzales (US$ 1.040), o que administran fondos públicos, están sujetos a las leyes de declaración de la situación financiera que la Contraloría General de Cuentas supervisa y hace cumplir. Las declaraciones financieras estaban a disposición del público, previa solicitud. Las declaraciones de bienes inadecuadas o fraudulentas están sujetas a sanciones administrativas y penales.

Sección 5. Actitud del gobierno frente a la investigación internacional y no gubernamental de supuestos abusos de los derechos humanos

Por lo general, diversas asociaciones nacionales e internacionales de defensa de los derechos humanos actuaron sin restricciones del gobierno, e investigaron y publicaron sus conclusiones sobre casos de derechos humanos. Los funcionarios del gobierno cooperaban a menudo y se mostraban receptivos a sus puntos de vista.

Varias ONG, trabajadores en defensa de los derechos humanos y organizaciones sindicales denunciaron amenazas, actos de violencia e intimidación. UDEFEGUA indicó que, entre enero y agosto, 12 defensores de los derechos humanos habían sido asesinados. Según la ONG, en ese mismo período, hubo 361 atentados contra defensores de los derechos humanos, en comparación con 392 atentados en 2018. De acuerdo con las ONG de defensa de los derechos humanos, muchos de los atentados estaban relacionados con conflictos de tierras y la explotación de los recursos naturales, y afectaron principalmente a las comunidades indígenas. También afirmaron que el gobierno hizo poco por investigar esas denuncias o impedir nuevos incidentes.

Las ONG informaron también que el gobierno, los grupos marginales y las entidades privadas empleaban amenazas de acción judicial como medio de intimidación. Según UDEFEGUA, de enero a julio, se presentaron 28 casos judiciales de represalias contra defensores de los derechos humanos. El 22 de marzo, el presidente de la Corte Suprema de Justicia, Néster Mauricio Vásquez Pimental, entabló una causa penal contra Claudia Samayoa, presidenta de la UDEFEGUA, y contra José Manuel Martínez, del grupo de la sociedad civil Justicia Ya, por presunto robo, desviación de la correspondencia y tráfico de influencias. UNDEFEGUA y otros grupos de la sociedad civil declararon que este caso se presentó después de la participación de Samayoa y Martínez en una demanda contra 11 jueces de la Corte Suprema de Justicia, presentada el 17 de enero ante un tribunal de sentencia penal, narcoactividad y delitos contra el ambiente de Ciudad de Guatemala.

Las Naciones Unidas y otros organismos internacionales: Desde principios de 2018, el gobierno se había negado a renovar las visas del comisionado y los investigadores de la CICIG, obstaculizando la reanudación de las funciones normales de esta organización. El mandato de la CICIG concluyó el 3 de septiembre, y los casos de la comisión fueron transferidos a la Fiscalía Especial contra la Impunidad del Ministerio Público. Los exempleados de la CICIG se quejaron posteriormente de haber sido objeto de acoso sistémico y demandas falsas solo por desempeñar sus obligaciones para esa organización.

Organismos gubernamentales de derechos humanos: La PDH vigila los derechos humanos establecidos en la constitución y rinde cuentas al Congreso. Durante el año, la PDH se opuso a varios proyectos de ley del Congreso, entre otros, uno para conceder amnistía a quienes violaron los derechos humanos durante el período del conflicto armado. El 2 de octubre, varios diputados presentaron una petición a la Comisión de Derechos Humanos del Congreso para retirar de su cargo al procurador de los derechos humanos. La PDH intentaba funcionar de manera independiente y emitió informes públicos y recomendaciones como en años anteriores; sin embargo, el Congreso aplicó considerable presión política, por ejemplo, amenazas de retener el financiamiento de esa procuraduría. Por lo general, las ONG consideraron que la PDH era una institución eficiente con limitaciones en zonas rurales debido a la falta de recursos.

La Comisión de Derechos Humanos del Congreso redacta leyes sobre derechos humanos y ofrece orientación en cuestiones afines. Todos los partidos políticos representados en el Congreso están obligados por ley a tener un representante en la Comisión. Algunas ONG no consideraron que la Comisión era un foro público competente para la promoción y protección de los derechos humanos.

La Comisión Presidencial de Derechos Humanos (COPREDEH) formula y promueve las políticas sobre derechos humanos. Esta comisión también dirigió la coordinación de la protección policial de activistas laborales y de derechos humanos. Por lo general, la COPREDEH contó con la cooperación del gobierno y funcionó sin intervención política ni partidista. Algunas ONG sostuvieron que la COPREDEH no era un interlocutor eficiente para los problemas de derechos humanos.

Por primera vez en su historia después de la guerra civil, el gobierno no participó en la reunión sobre derechos humanos convocada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en septiembre. Durante esa reunión, la PDH y las organizaciones de la sociedad civil analizaron los problemas relacionados con los derechos humanos. En nombre del gobierno, la COPREDEH envió una carta en la que alegaba que la reunión de la comisión constituía una ofensa a la soberanía del país.

Sección 6. Discriminación, abusos sociales y trata de personas

Mujeres

Violación y violencia doméstica: La ley penaliza la violación sexual de hombres o mujeres, así como la violación conyugal, e impone sentencias de entre 5 y 50 años de prisión. La policía contaba con capacitación y recursos mínimos para investigar los delitos sexuales o para asistir a los sobrevivientes de esos delitos, y el gobierno no aplicó debidamente la ley.

La violación y otros delitos sexuales seguían siendo problemas graves. El gobierno tomó medidas para combatir el feminicidio y la violencia contra la mujer. La judicatura seguía manteniendo un tribunal abierto las 24 horas en Ciudad de Guatemala para prestar servicios relacionados con la violencia contra la mujer, como la agresión sexual, la explotación sexual y la trata de mujeres y niños. La judicatura también estableció tribunales especializados en la violencia contra la mujer en todo el país, pero no en todos los departamentos. El Ministerio Público tenía un centro de servicios, abierto las 24 horas, para proporcionar ayuda médica, psicosocial y jurídica a las víctimas, así como órdenes de alejamiento para su protección inmediata. Además, contaba con un sistema nacional de alerta para la búsqueda de mujeres desaparecidas. A pesar de estas medidas, la violencia sexual siguió siendo generalizada. Según el Ministerio, de enero a agosto, hubo 6.231 mujeres víctimas de violación con agravantes, en comparación con 549 casos presentados durante el mismo período en 2018.

La ley establece penas por feminicidio de 25 a 50 años de prisión sin la posibilidad de reducir la sentencia; sin embargo, el feminicidio seguía siendo un problema importante. La ONG Grupo de Apoyo Mutuo informó que, de enero a agosto, fueron asesinadas 477 mujeres. A pesar de que el índice de homicidios de hombres ha disminuido en general desde 2010, el de feminicidios se ha mantenido básicamente invariable.

La violencia contra la mujer, la violencia sexual y la violencia doméstica seguían siendo graves y generalizadas. La ley establece penas de cinco a ocho años por los delitos de violencia física, económica y psicológica contra la mujer por motivo de género. De enero a agosto, el Ministerio Público registró 40.993 casos de violencia contra la mujer, y señaló que el sistema judicial declaró culpables de violencia contra la mujer a 1.149 perpetradores. En diciembre de 2018, fueron descubiertos los cuerpos del exdiputado Joaquín Humberto Bracamonte Márquez y de su esposa Zulma Vyanka Subillaga Dubón, extitular de la Secretaría Contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas, en su automóvil. La investigación del Ministerio Público concluyó en junio y determinó que Bracamonte mató a su esposa antes de suicidarse.

En mayo de 2018, las autoridades detuvieron a siete exintegrantes de las patrullas de autodefensa civil y los acusaron de violencia sexual contra 36 mujeres mayas achí en Rabinal, cometida entre 1981 y 1985. El 21 de junio, la jueza Claudette Domínguez determinó que no había pruebas suficientes para enviar a los acusados a juicio, y ordenó que fueran puestos en libertad. La fiscalía presentó peticiones de recusación contra la jueza Domínguez y, en septiembre, la Sala Primera de Apelaciones de Mayor Riesgo concedió la solicitud de recusación y transfirió el caso al juez Miguel Ángel Gálvez. No obstante, el caso seguía traspapelado entre muchas apelaciones no resueltas.

Acoso sexual: Ninguna ley, ni siquiera las leyes contra la violencia sexual, contempla directamente el acoso sexual, aunque varias lo mencionan. Según las organizaciones de defensa de los derechos humanos, el acoso sexual fue generalizado.

Coacción en el control de la población: No hubo informes de abortos a la fuerza ni de esterilizaciones involuntarias.

Discriminación: La ley establece el principio de igualdad de género y penaliza la discriminación; no obstante, las mujeres eran objeto de discriminación (en particular las mujeres indígenas), estaban expuestas a discriminación y tenían menos probabilidades de ocupar puestos directivos.

Menores de edad

Inscripción de nacimientos: La ciudadanía se adquiere por nacimiento en el territorio del país o a través de los padres. UNICEF describió la baja inscripción de nacimientos como un “problema grave”, y el ACNUR informó que estos problemas eran especialmente graves en las comunidades indígenas debido a los sistemas inadecuados del gobierno para inscribir y documentar nacimientos. La falta de inscripción limitó el acceso de los menores de edad a ciertos servicios públicos y dio lugar a condiciones en las que podían quedar apátridas.

Educación: A pesar de que la educación primaria es obligatoria hasta los 14 años, el acceso era limitado en muchas zonas rurales. La educación de nivel secundario no es obligatoria. En las comunidades rurales, se daba prioridad a la educación secundaria de los niños a causa de la necesidad de transportarse a grandes distancias para ello y al valor que se da al trabajo de las niñas en el hogar.

Maltrato infantil: El maltrato infantil seguía siendo un problema grave. Una unidad adscrita a la Fiscalía de Sección y Delitos contra la Niñez y Adolescencia se encargaba de los casos de abuso de menores. El Ministerio Público abrió un modelo de atención integral las 24 horas, para ofrecer ayuda médica, psicológica y legal a los niños y adolescentes víctimas de la violencia. Según el Ministerio, hubo 7.089 denuncias de maltrato infantil de todo tipo, unas 2.000 menos que las recibidas en 2018. También indicó que, de enero a agosto, hubo 54 condenas por delitos de maltrato infantil, en comparación con 82 condenas durante el mismo período en 2018.

Las ONG que ayudan a los jóvenes en riesgo informaron que los adolescentes detenidos por la policía eran sometidos a malos tratos y agresiones físicas.

Matrimonio a edad temprana y forzoso: La edad legal mínima para contraer matrimonio es 18 años. Hubo informes de matrimonios a edad temprana y forzosos en algunas comunidades indígenas rurales y en la comunidad religiosa Lev Tahor. Un decreto emitido en 2017 prohíbe el matrimonio de menores de edad. De acuerdo con el Registro Nacional de las Personas, desde la publicación del decreto, no ha habido ningún intento de registro de matrimonio de menores de edad.

Explotación sexual de menores: La ley prevé sentencias de 13 y 24 años de prisión, según la edad de la víctima, por tener relaciones sexuales con menores. La edad mínima para las relaciones sexuales consensuales es de 18 años.

La ley también prohíbe la pornografía infantil y establece penas de 6 a 10 años de prisión por la producción, promoción y venta de pornografía infantil, y de 2 a 4 años por su posesión. El Ministerio Público y la PNC llevaron a cabo varias redadas contra presuntas redes de pornografía infantil por internet. La Unidad Regional contra la Trata de Personas, establecida en 2018 y responsable de ocho departamentos en el Altiplano Occidental, estaba ampliando la capacidad del gobierno para investigar a los responsables del delito de pornografía infantil. La explotación sexual de menores con fines comerciales y el turismo sexual de menores, seguían siendo un problema, incluso en los orfanatos privados.

Menores desplazados: Con frecuencia, delincuentes y pandillas reclutaron a niños de la calle, muchos de ellos víctimas de malos tratos en el hogar, para utilizarlos en la comisión de robos, extorsión, prostitución, transporte de contrabando y actividades delictivas relacionadas con las drogas.

Menores en instituciones: Más de 500 niños y adolescentes vivían en albergues a cargo de la Secretaría de Bienestar Social (SBS). En el transcurso del año, la Secretaría contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas transfirió el control de tres albergues a la SBS, por mandato del gobierno

El hacinamiento era común en los albergues, y el financiamiento del gobierno para los orfanatos seguía siendo limitado. Las organizaciones locales e internacionales de defensa de los derechos humanos, como Disability Rights International, expresaron preocupación por la propagación del abuso infantil. Según un informe de investigación publicado en 2018, los niños con discapacidades eran víctimas constantes de maltrato y abandono, y que incluso se les encerraba en jaulas.

El 22 de agosto, un juez denegó el arresto domiciliario al exsecretario de la SBS, Carlos Rodas, y a la ex subsecretaria de protección y acogimiento, Anahí Keller, y ambos permanecieron en prisión. Estos exfuncionarios, el exdirector del orfanato y otras cuatro personas fueron acusadas de homicidio, maltrato de menores e incumplimiento del deber en relación con la muerte de 41 menores en el incendio del orfanato Hogar Seguro en 2017. Hasta noviembre, no había comenzado el juicio público, la última fase del procedimiento penal. El gobierno no hizo cambios estructurales importantes al sistema nacional de albergues.

Sustracción internacional de menores: El país es signatario del Convenio de la Haya de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores. Véase el informe anual del Departamento de Estado sobre la sustracción internacional de menores por uno de sus padres (Annual Report on International Parental Child Abduction) en https://travel.state.gov/content/travel/en/International-Parental-Child-Abduction/for-providers/legal-reports-and-data/reported-cases.html.
https://travel.state.gov/content/childabduction/en/legal/compliance.html

Antisemitismo

Cerca de 1.500 personas pertenecían a la comunidad judía. No hubo denuncias de actos antisemitas.

Trata de personas

Véase el informe del Departamento de Estado sobre la trata de personas (Trafficking in Persons Report) en https://www.state.gov/trafficking-in-persons-report/.

Personas con discapacidades

La constitución no contiene disposiciones específicas que prohíban la discriminación por motivos de discapacidad física, sensorial, intelectual y mental. No obstante, la ley ordena la igualdad del acceso a los establecimientos públicos y dispone algunas otras protecciones legales. Sin embargo, en muchos casos, la ley no se aplicó. La ley no hace obligatorio facilitar a las personas con discapacidades el acceso a la información o a las comunicaciones.

Según el Consejo Nacional para la Atención de las Personas con Discapacidad, eran pocas las personas con discapacidades que asistían a las instituciones educativas o que tenían empleos. El Consejo, integrado por representantes de los ministerios y organismos gubernamentales correspondientes, es el principal organismo gubernamental encargado de proteger los derechos de las personas con discapacidades. La mayoría de las escuelas y universidades no tenían edificios accesibles a las personas con discapacidades, ni hubo datos confiables sobre la prevalencia de las discapacidades en la población en edad escolar.

En el Hospital Nacional de Salud Mental Federico Mora, el único proveedor público de servicios de atención médica para personas con enfermedades mentales, faltaban suministros básicos, equipo, condiciones de vida higiénicas y personal profesional suficiente. Los medios de comunicación y las organizaciones de defensa de los derechos humanos denunciaron el maltrato físico y psicológico al que fueron sometidos los residentes, y la violencia sexual de otros residentes, guardias y personal del hospital dirigida en particular contra las mujeres y los menores con discapacidades. Muchas acciones judiciales contra el hospital estaban pendientes.

Indígenas

Según cálculos del Instituto Nacional de Estadística gubernamental, los 24 grupos étnicos indígenas representaban el 44% del total de la población. La ley dispone la igualdad de derechos de los indígenas y obliga al gobierno a reconocer, respetar y promover los estilos de vida, costumbres, tradiciones, organizaciones sociales y manera de vestir de esas personas. El gobierno no reconoce que la legislación nacional conceda una condición jurídica especial a grupos indígenas particulares.

Varias ONG locales expresaron preocupación por el asesinato de al menos seis líderes indígenas entre enero y septiembre. De acuerdo con las determinaciones de las ONG, es posible que el motivo del asesinato de al menos tres de las víctimas haya sido su participación en la política y la promoción de los derechos indígenas. El 5 de julio, cerca de Livingston, Isidro Pérez y Melesio Ramírez fueron asesinados por un grupo armado presuntamente vinculado a un exministro del gobierno. El Comité de Desarrollo Campesino (CODECA) y los líderes indígenas denunciaron que Pérez y Ramírez fueron asesinados durante una protesta del CODECA debido a su activismo en defensa de los derechos sobre las tierras indígenas. El 14 de septiembre, la representante de las autoridades ancestrales maya achí, Paulina Cruz Ruíz, fue asesinada frente a su casa en Baja Verapaz por un tirador no identificado. Cruz Ruíz participaba activamente en la organización de la Marcha de la Dignidad en 2018 y había ayudado a las autoridades ancestrales maya achí para que entablaran acciones judiciales contra los proyectos mineros en la zona.

Los representantes indígenas afirmaron que los responsables de varios proyectos de desarrollo regional no consultaban debidamente a las comunidades locales. En algunos casos, las comunidades indígenas no pudieron participar en las decisiones sobre la explotación de recursos energéticos, mineros, madereros, fluviales y otros recursos naturales en sus comunidades. Tampoco tenían mecanismos efectivos para dialogar con el Estado con el fin de resolver controversias, ya que el Congreso no había aprobado una propuesta legislativa para guiar la puesta en práctica de las consultas anteriores, conforme al Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). En 2018, la Corte de Constitucionalidad ordenó al Ministerio de Energía y Minas celebrar consultas con las poblaciones xinkas, en cumplimiento con el Convenio 169 de la OIT, y confirmar la suspensión de la licencia de explotación de la Mina San Rafael hasta haber concluido las consultas. En octubre, el gobierno y las autoridades xinkas estaban negociando quién representaría a la comunidad xinka en esas consultas.

En julio, la Corte de Constitucionalidad ordenó el cierre provisional de la mina de níquel Fénix en el departamento de Izabal, cerca de la frontera con Honduras, hasta que el Ministerio de Energía y Minas llevara a cabo las consultas con las comunidades locales conforme al Convenio 169 de la OIT. El conglomerado ruso Solway, que compró la mina en 2014, fue acusado de violencia contra los activistas indígenas y de extracción ilícita de materiales no declarados. Según la ACNUDH, la mina seguía en operación a pesar de la orden judicial de suspender las actividades. También indicó que la mina dio inicio a las actividades en la zona de Barrio Nuevo aunque no había llevado a cabo las consultas con las comunidades locales durante el estado de sitio de septiembre declarado por el gobierno.

Las comunidades indígenas seguían insuficientemente representadas en la política nacional y la mayoría permanecía fuera de la corriente política, económica, social y cultural. Esto se debió principalmente a insuficientes oportunidades de educación (contrario a lo que la ley establece), comunicación limitada sobre sus derechos y discriminación generalizada. Los organismos del gobierno dedicados a respaldar los derechos indígenas no contaban con apoyo político. Estos factores contribuyeron a índices desproporcionados de pobreza y desnutrición entre la mayoría de las poblaciones indígenas.

Las tierras indígenas no tenían una demarcación efectiva, lo que dificultó el reconocimiento oficial de los títulos de propiedad de la tierra. Los defensores de los derechos indígenas afirmaron que las autoridades de seguridad no conocían las normas y las prácticas indígenas, y que esto generó desacuerdos. En febrero, el gobierno estableció el programa “Camino a la prosperidad” para facilitar y poner en marcha un diálogo con inclusión, participación y transparencia entre los funcionarios de gobierno y los pueblos indígenas, con objeto de analizar y determinar las necesidades locales y las deficiencias en los servicios gubernamentales, y de mejorar la calidad y la extensión de los servicios y proyectos públicos.

Actos de violencia, discriminación y otros abusos sociales motivados por la orientación sexual y la identidad de género

La ley no confiere protecciones específicas contra la discriminación a las personas LGBTI por su orientación sexual, identidad o expresión de género o características sexuales. Las iniciativas para aprobar leyes contra ese tipo de discriminación, así como una ley sobre la identidad de género, afrontaron una marcada oposición entre los legisladores.

Las asociaciones de defensa de los derechos humanos de las personas LGBTI afirmaron que, con frecuencia, los oficiales de policía extorsionaban y acosaban a hombres y personas transgénero porque, según suponían, eran trabajadores sexuales. Las personas LGBTI eran objeto de discriminación social generalizada en el acceso a la educación, la atención médica, el empleo y la vivienda. Los empeños del gobierno por remediar esta discriminación fueron mínimos. Aldo Dávila, primer diputado del Congreso abiertamente gay elegido en junio, denunció haber recibido continuas amenazas de muerte durante y después de las elecciones, debido a su orientación sexual y activismo, y a la proyección de su imagen pública. Hubo varios atentados dirigidos a periodistas por su presunta pertenencia a la comunidad LGBTI. En agosto, los oficiales de la PNC visitaron la oficina de una ONG de personas LGBTI y permanecieron afuera por horas. El grupo sostuvo que era un intento de intimidar a las víctimas de la violencia contra las personas LGBTI que buscaban refugio en la oficina.

De acuerdo con los informes de activistas LGBTI, las personas gais y transgénero eran a menudo víctimas de malos tratos a manos de la policía. Según la ONG local Red Nacional de Diversidad Sexual y VIH y la Asociación Lambda, hasta octubre, habían sido asesinadas un total de 20 personas LGBTI, entre estas, varias personas transgénero. Las ONG consideraban que la muerte de estas últimas se debió a su orientación sexual. Algunas de estas personas fueron asesinadas en sus casas o en los lugares públicos para LGBTI de Ciudad de Guatemala. Los grupos LGBTI afirmaron que las mujeres estaban expuestas a formas específicas de discriminación, por ejemplo, matrimonios forzosos y embarazos forzosos por medio de “violaciones correctivas”, aunque estos incidentes nunca, o casi nunca, eran denunciados a las autoridades. Además, las personas transgénero afrontaron grave discriminación.

Estigma social de la infección por el VIH y el sida

La ley prohíbe la discriminación por varias categorías, entre estas, el VIH y el sida. No obstante, la discriminación social de personas seropositivas o con sida seguía siendo un problema, a pesar de la labor del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social por combatirla. Las formas de discriminación incluyeron la obligación de que las personas comunicaran el resultado de las pruebas de VIH y sida a algunas autoridades gubernamentales para recibir ciertas prestaciones públicas, o a los empleadores para poder ser contratadas. Asimismo, los pacientes seropositivos o con sida eran discriminados por el personal médico durante la prestación de servicios en algunos hospitales públicos y clínicas, y, al divulgar su estado, se infringía su derecho a la confidencialidad. La discriminación de las personas LGBTI con VIH o sida fue particularmente común y afectó el acceso a los programas de prevención del VIH, en especial para las personas transgénero.

Otras formas de violencia o discriminación social

En varias ocasiones, turbas parapoliciales atacaron y mataron a delincuentes sospechosos de haber cometido violaciones, secuestros, robos o extorsión. De acuerdo con la ONG Grupo de Apoyo Mutuo, entre enero y junio, hubo tres personas linchadas y 22 lesionadas en intentos de linchamiento cometidos por grupos parapoliciales.

Sección 7. Derechos de los trabajadores

a. Libertad de asociación y derecho de negociación colectiva

La ley establece el derecho de los trabajadores, excepto los miembros de las fuerzas de seguridad, a organizar sindicatos y afiliarse a estos, a convocar a huelgas legales y a negociar colectivamente. Sin embargo, la ley impone ciertas restricciones a estos derechos. Por ejemplo, el reconocimiento legal del sindicato de todo un sector industrial exige la afiliación de la mayoría de los trabajadores de ese sector y limita la dirección del sindicato a los ciudadanos. Los ministerios y negocios tienen la obligación de negociar solo con el sindicato más grande, según lo determine el total anual de afiliados. La ley prohíbe la discriminación por afiliación a un sindicato y la interferencia del empleador en las actividades sindicales. También exige la reincorporación de los trabajadores que hayan sido despedidos por organizar actividades sindicales. Para convocar a una huelga, es preciso contar con el apoyo de la mayoría del personal de la empresa. Los trabajadores no están limitados a afiliarse a un solo sindicato o sector de la industria.

El presidente y los miembros del gabinete pueden suspender cualquier huelga que consideren “gravemente perjudicial para las actividades y los servicios públicos esenciales del país”. El gobierno definía los “servicios esenciales” de manera más amplia que las normas internacionales, lo que denegó el derecho de huelga a gran número de trabajadores públicos, por ejemplo, a los empleados en los sectores de la educación, los servicios postales y el transporte, así como en la producción, el transporte y la distribución de energía. Los empleados públicos pueden resolver sus quejas por medio de conciliación, en el caso de conflictos colectivos, y de arbitraje directamente en los tribunales de trabajo. Para los sectores que se consideran esenciales, el arbitraje es obligatorio si no se llega a un acuerdo después de 30 días de conciliación.

La ley prohíbe las represalias del empleador contra los trabajadores por participar en huelgas legales. Si las autoridades no reconocen la legalidad de la huelga, los empleadores pueden suspender o despedir a los trabajadores por ausentarse sin permiso. El propietario de una fábrica o negocio no está obligado a negociar un acuerdo de negociación colectiva, a menos que el 25% de los trabajadores de la fábrica o negocio estén afiliados al sindicato y soliciten las negociaciones. Una vez declarada una huelga, las empresas deben cerrar durante las negociaciones. Las huelgas han sido sumamente infrecuentes, pero los paros laborales fueron comunes.

El gobierno no hizo cumplir debidamente la ley. Las instituciones gubernamentales, entre otras, el Ministerio de Trabajo y los tribunales de trabajo, no investigaron, ni enjuiciaron, ni sancionaron competentemente a los empleadores que infringieron las leyes sobre libertad de asociación y negociación colectiva. Los tribunales de trabajo tampoco cumplieron las órdenes de reincorporación ni de pago de salarios adeudados a los trabajadores que habían sido despedidos ilegalmente por participar en actividades sindicales Por otra parte, no fue eficiente la respuesta del Ministerio Público a las remisiones a los tribunales de trabajo para el enjuiciamiento penal de los casos en que los empleadores se negaron a cumplir las órdenes judiciales en materia laboral. Con frecuencia, faltaban vehículos o combustible para que los inspectores efectuaran su trabajo y, en algunos casos, estos no tomaban las medidas apropiadas para acceder a los lugares de trabajo en respuesta a la negativa de los empleadores de permitirles la entrada a los establecimientos. Se insistió a los inspectores que pidieran ayuda a la policía cuando fuera necesario. Por lo general, las inspecciones no eran integrales y, si respondían a una denuncia, se centraban en la investigación de la presunta infracción, en lugar de tratar de aprovechar al máximo los escasos recursos para determinar el cumplimiento más allá de la denuncia individual. Las sanciones por infracciones del derecho laboral eran inadecuadas y casi nunca se hacían cumplir.

Un decreto de 2017 devolvió al Ministerio de Trabajo la autoridad para imponer sanciones; sin embargo, el decreto no entró en vigor hasta enero de 2018. Las asociaciones de negocios reclamaron que el período abreviado para investigar y verificar el cumplimiento de las órdenes de reparación del Ministerio de Trabajo hizo que aumentara el número de casos remitidos a los tribunales de trabajo sin dar oportunidad de conciliar. Según los representantes de los trabajadores, no hubo mejoras importantes en el cumplimento de la ley debido a la nueva autoridad para imponer sanciones. También señalaron que los inspectores daban prioridad al cobro de multas, que ahora se destinan a la inspectoría de trabajo, y no a la solución de las infracciones subyacentes. La inspectoría de trabajo del Ministerio indicó que había recaudado 1.864.800 quetzales (US $240.000) por concepto de las multas impuestas en 2018, y cerca de 3.044.000 quetzales (US $395.000) del 1 de enero al 15 de noviembre de 2019. La falta de información acerca del cumplimiento de las leyes hizo difícil evaluar su efecto en las mejoras de la aplicación de las leyes laborales.

La Unidad de Delitos contra Sindicalistas, adscrita a la Fiscalía de Derechos Humanos del Ministerio Público, se ocupó de investigar los atentados y las amenazas contra los afiliados a los sindicatos, así como el incumplimiento de las órdenes judiciales en los casos laborales. El personal de la Unidad aumentó, pero los enjuiciamientos satisfactorios seguían siendo un problema. La unidad informó que hubo unas 2.000 remisiones de casos laborales de incumplimiento de las órdenes judiciales, la mayoría de los cuales estaban relacionados con despidos masivos en el sector público y seguían siendo investigados.

El 20 de septiembre, el gobierno presentó su primer informe al organismo directivo de la OIT, de acuerdo con lo exigido en la decisión de ese organismo de noviembre de 2018 de cerrar una denuncia presentada en 2012 acerca de que el país no cumplía sus compromisos conforme al Convenio 87 relativo a la libertad de asociación. De acuerdo con los términos de esa decisión, la Comisión Nacional Tripartita de Relaciones Laborales y Libertad Sindical, establecida en 2017 para vigilar y facilitar la aplicación de la hoja de ruta de la OIT de 2013 y sus indicadores de 2015, informaría anualmente al organismo directivo y al público sobre el avance en el cumplimiento de la hoja de ruta de la OIT hasta el año 2020. La decisión también pidió al gobierno y sus asociados la preparación y adopción de una propuesta legislativa de consenso que tuviera en cuenta las recomendaciones de larga data de la OIT sobre libertad de asociación, negociación colectiva y el derecho de huelga. El 30 de septiembre, los sindicatos presentaron al organismo directivo sus informes sobre la aplicación de la hoja de ruta.

Los informes demostraron la falta de avance en los nueve elementos de la hoja de ruta. Después de permanecer inactiva desde noviembre de 2018 hasta abril, la Comisión Nacional Tripartita se reunió cinco veces entre mayo y septiembre, pero no logró avances concretos en relación con la hoja de ruta. Por ejemplo, continuó la falta de consenso entre empleadores y trabajadores sobre la legislación dirigida a adoptar las recomendaciones de la OIT, en especial, para permitir los sindicatos de un sector industrial completo. Las tres subcomisiones que estableció la Comisión Nacional tampoco lograron resultados en lo que se refiere a legislación y políticas laborales, mediación y solución de conflictos, y aplicación de la hoja de ruta.

En agosto, la Comisión Nacional Tripartita aprobó el programa de asistencia técnica propuesto por la OIT, que incluía tres objetivos y varios resultados. El primer objetivo era ampliar la capacidad en las negociaciones de la comisión y sus subcomisiones. El segundo objetivo era la formulación de propuestas legislativas consensuales para tomar en cuenta las recomendaciones de larga data de la OIT. El tercer objetivo era fortalecer la capacidad de las instituciones encargadas de la libertad de asociación para prevenir, investigar, enjuiciar, procesar y aplicar las decisiones administrativas y judiciales, así como para mejorar el acceso de la sociedad civil a la información a fin de que pueda actuar en la defensa y promoción de sus derechos laborales.

El Ministerio de Gobernación convocó periódicamente a la Instancia de Análisis de Ataques contra Defensores de Derechos Humanos y a los sindicatos de trabajadores. Los participantes de las ONG reclamaron que el Ministerio impuso restricciones a la participación de la sociedad civil en la comisión y que redujo las autoridades de los funcionarios laborales para responder a los ataques.

El país no demostró avances mensurables en la aplicación efectiva de sus leyes laborales, en especial las relacionadas con la libertad de asociación y la negociación colectiva. En febrero, la OIT señaló la necesidad de más acción inmediata en ámbitos relacionados con la hoja de ruta, como la investigación y el enjuiciamiento de los responsables de la violencia contra los sindicatos; la adopción de medidas para la protección de funcionarios sindicales; la aprobación de reformas legislativas para eliminar los obstáculos a la libertad de asociación y el derecho a huelga; el registro expedito de los sindicatos; y una campaña nacional de los medios de comunicación para la concientización sobre los derechos de libertad de asociación y la negociación colectiva.

La violencia y las amenazas contra sindicalistas y activistas laborales seguían siendo problemas graves, e incluyeron la denuncia del asesinato de un sindicalista, dos atentados violentos y 19 amenazas documentadas en el transcurso del año. Las autoridades no investigaban a fondo la mayoría de los actos de violencia ni las amenazas y, desde el principio de las investigaciones, descartaban que el motivo fuera la actividad sindical, de manera que estos actos no fueran llevados a juicio. Varios dirigentes laborales denunciaron amenazas de muerte y otros actos de intimidación. Según el Ministerio Público, al 31 de agosto, había recibido 487 denuncias de agravios o delitos contra sindicalistas y activistas laborales, y emitido 20 condenas, entre estas, las relacionadas con casos abiertos en años anteriores. En febrero, la OIT señaló que, lamentablemente, continuaba la impunidad en los casos de violencia contra líderes y afiliados de los sindicatos.

Los obstáculos en los procedimientos, las restricciones a la formación de sindicatos y la impunidad de los empleadores que se negaban a recibir o acatar órdenes judiciales limitaron la libertad de asociación y la negociación colectiva. Las estadísticas del gobierno sobre las tentativas de inscripción de sindicatos indicaron el rechazo inicial de la mayoría de las inscripciones y, en los casos en que estas se emitieron, se hizo fuera del plazo legal establecido. Además, hubo rechazos y demoras sistemáticas de las credenciales de los líderes sindicales. En consecuencia, los trabajadores sindicalizados quedaron sin protecciones adicionales contra represalias antisindicales.

Los empleadores se resistían regularmente a los intentos de formación de sindicatos, demoraban el cumplimiento de los acuerdos laborales derivados de las negociaciones directas o cumplían solo parcialmente, y no acataban las decisiones judiciales que les exigían negociar con los sindicatos reconocidos. Hubo informes fidedignos de empleadores que tomaron represalias contra los trabajadores que intentaron ejercer sus derechos, por ejemplo, numerosas denuncias presentadas ante el Ministerio de Trabajo y el Ministerio Público en relación con represalias del empleador a causa de actividades sindicales. Las prácticas más comunes de represalias fueron el despido y acoso de los trabajadores que intentaban formar sindicatos, la formación de sindicatos ilícitos respaldados por la empresa para contrarrestar la acción de los sindicatos legalmente establecidos, la inclusión de los organizadores de sindicatos en listas negras y las amenazas de cierre de las fábricas. Los sindicatos locales denunciaron que los negocios recurrieron a declaraciones de quiebra fraudulenta, sustitución de titularidad y reconstitución de empresas, con el fin de eludir la obligación legal de reconocer a los nuevos sindicatos o a los ya establecidos, a pesar de las restricciones legales establecidas para estas prácticas.

b. Prohibición del trabajo forzoso u obligatorio

La ley prohíbe toda forma de trabajo forzoso u obligatorio. El gobierno no hizo cumplir debidamente la ley. Seguían los informes de hombres y mujeres sometidos a trabajos forzosos en la agricultura y el servicio doméstico. Las sanciones fueron inadecuadas para disuadir las infracciones y casi nunca se aplicaron. Las sanciones penales establecidas por trabajo forzoso van de ocho a 18 años de prisión. El gobierno contaba con policías y fiscales especializados para manejar los casos de trata de personas y de trabajo forzoso; no obstante, según los expertos locales, a algunos fiscales les faltaba preparación adecuada. También se denunciaron casos de trabajo infantil forzoso (véase la sección 7.c.).

Véase también el informe del Departamento de Estado sobre la trata de personas (Trafficking in Persons Report) en https://www.state.gov/trafficking-in-persons-report/.

c. Prohibición del trabajo infantil y edad mínima para trabajar

La ley no prohíbe todas las peores formas de trabajo infantil. En junio, el Ministerio de Trabajo emitió el Acuerdo Ministerial 260-2019 para disponer la aplicación correcta del Convenio 138 de la OIT sobre la edad mínima, que eleva a 15 años la edad mínima de admisión al empleo. La ley prohíbe el empleo de menores de 15 años, aunque sí permite que el Ministerio de Trabajo autorice exenciones en casos excepcionales. La inspectoría de trabajo del Ministerio afirmó que no autorizó ninguna excepción en el año. La ley prohíbe a los menores de 18 años trabajar en lugares donde se sirven bebidas alcohólicas, en condiciones insalubres o peligrosas, y en trabajos nocturnos o que exceden el número de horas permitido. La jornada legal de trabajo para los menores de 14 años es de seis horas; y para los menores de 14 a 17 años, de siete horas. A pesar de este acuerdo ministerial, el trabajo infantil predominó en el sector agrícola, en condiciones peligrosas y con el conocimiento y el consentimiento de los padres.

La Unidad de Protección al Menor Trabajador, del Ministerio de Trabajo, se encarga de hacer cumplir las restricciones al trabajo infantil y de dar a conocer a los menores, a sus padres y a los empleadores los derechos de los menores. Las sanciones no fueron suficientes para disuadir las infracciones. El gobierno no hizo cumplir debidamente la ley, y esta situación se vio exacerbada por la debilidad de los sistemas de inspección laboral y de los tribunales de trabajo. El gobierno tampoco asignó recursos suficientes a los programas de prevención.

El trabajo infantil fue un problema generalizado. Según cálculos de la ONG Asociación Proyecto Conrado de la Cruz, la fuerza laboral incluía alrededor de un millón de menores entre las edades de cinco a 17 años. La mayor parte del trabajo infantil se concentró en las zonas rurales indígenas de pobreza extrema. Los sectores agrícola e informal empleaban con regularidad a menores de 14 años, a menudo en pequeñas empresas familiares, como el cultivo de brócoli, café y maíz, y en la producción de fuegos artificiales, grava y azúcar. Los niños indígenas también trabajaban como vendedores ambulantes, limpiabotas y ayudantes de albañilería.

Cerca de 39.000 menores, en su mayoría niñas indígenas, trabajaban en el servicio doméstico y con frecuencia estaban expuestos a malos tratos físicos y abusos sexuales. Los tratantes de personas explotan a los niños guatemaltecos en actividades forzosas, como limosneros o vendedores en las calles, especialmente en Ciudad de Guatemala y en la frontera con México. Las organizaciones delictivas y las pandillas sometían a las niñas a la trata con fines de explotación sexual, y forzaban a los jóvenes en las zonas urbanas a vender o transportar drogas o a cometer extorsiones.

Véase también los informes del Departamento de Estado Conclusiones sobre las peores formas de trabajo infantil (Findings on the Worst Forms of Child Labor) en https://www.dol.gov/agencies/ilab/resources/reports/child-labor/findings y Lista de productos hechos con trabajo infantil o trabajo forzoso (List of Goods Produced by Child Labor or Forced Labor) en https://www.dol.gov/agencies/ilab/reports/child-labor/list-of-goods.

d. Discriminación con respecto al empleo o la ocupación

La ley prohíbe explícitamente la discriminación en el empleo o la ocupación por motivos de raza, color, sexo, religión, opinión política, país de origen o nacionalidad, edad y discapacidad. El gobierno no aplicó debidamente las leyes y los reglamentos. Las sanciones por infracciones no fueron suficientes para disuadirlas.

Hubo casos de discriminación en el empleo y la ocupación. Según informes anecdóticos, en las zonas rurales, los motivos de la discriminación salarial fueron a menudo la raza y el sexo.

e. Condiciones de trabajo aceptables

La ley establece salarios mínimos nacionales para el trabajo agrícola, no agrícola y en fábricas de confección de ropa. El salario mínimo para el trabajo agrícola y no agrícola y en las fábricas del sector de la exportación no alcanzaba el presupuesto mínimo para la alimentación de una familia de cinco personas.

La semana de trabajo legal es de 48 horas, con un descanso mínimo remunerado de 24 horas. La jornada de trabajo no debe exceder de 12 horas diarias. La ley dispone 12 días feriados remunerados al año y 15 días de vacaciones remuneradas después de un año de trabajo. Los límites máximos de trabajo diario y semanal no se aplican a los trabajadores del servicio doméstico. Los trabajadores del sector formal reciben la remuneración estándar de una jornada de trabajo por los días feriados anuales oficiales. Es obligatorio pagar una y media veces por las horas extras de trabajo, y la ley prohíbe el tiempo extra obligatorio y excesivo.

Las normas de salud y seguridad ocupacional establecidas por el gobierno eran inadecuadas, no estaban actualizadas para todos los sectores industriales y no se aplicaban sistemáticamente. La ley no establece el derecho de los trabajadores a evadir las situaciones de trabajo peligrosas para la salud o la seguridad sin poner en riesgo su empleo.

El Ministerio de Trabajo llevó a cabo inspecciones para vigilar el cumplimiento del salario mínimo que dispone la ley; sin embargo, con frecuencia faltaban los vehículos o el combustible necesario para que los inspectores hicieran cumplir la ley, especialmente en los sectores agrícola e informal. El Ministerio no empleó suficientes inspectores de trabajo para disuadir las infracciones, y muchos de ellos hacían revisiones teóricas o desempeñaban tareas administrativas, y no las funciones de inspección claramente definidas.

Los inspectores de trabajo afirmaron haber descubierto varios casos de abusos en el trabajo de horas extras, pero el cumplimiento efectivo se vio entorpecido por la imposición de multas inadecuadas o por la renuencia de los tribunales de trabajo a aplicar medidas obligatorias, por ejemplo, multas mayores y remisiones a los tribunales penales para lograr el cumplimiento. Otros factores que contribuyeron a la falta de acatamiento fueron las ineficiencias de los tribunales de trabajo, los empleadores que impidieron que los inspectores de trabajo entraran a las instalaciones o tuvieran acceso a los registros de nómina y otra documentación, y a los inspectores que no llevaron a cabo inspecciones de seguimiento después de esos impedimentos. Debido a procedimientos ineficientes y prolongados, la resolución de los casos en los tribunales de trabajo se demoraba, en muchas ocasiones, durante años. Los empleadores que no proporcionaban un lugar de trabajo seguro casi nunca eran sancionados, y no se hizo cumplir una ley que exige a las empresas que tienen más de 50 empleados contar con servicios médicos en el lugar de trabajo.

Según los líderes sindicales y las asociaciones de defensa de los derechos humanos, los empleadores exigieron a los trabajadores trabajar horas extras sin abonarles el pago adicional que exige la ley. La gerencia manipulaba a menudo el servicio de transporte al lugar de trabajo que prestaba a los empleados para obligarlos a trabajar tiempo extra, en particular en las zonas francas de procesamiento ubicadas en lugares incomunicados y con opciones limitadas de transporte. Fue generalizado el incumplimiento de las disposiciones sobre salario mínimo en los sectores agrícola e informal. Según cálculos de los grupos de apoyo, la gran mayoría de los trabajadores de las zonas rurales que trabajaban en empleos de jornada completa no recibieron los salarios, las prestaciones ni las asignaciones de seguridad social que exige la ley. Según informes, muchos empleadores en el sector agrícola condicionaban el pago del salario mínimo al logro de cuotas de producción excesivas, que los trabajadores no podían cumplir generalmente. Para cumplir las cuotas, los trabajadores se veían obligados a trabajar horas extras, en ocasiones, trayendo a sus familiares e hijos para que ayudaran. Debido a que tenían que trabajar un número de horas superior al máximo permitido, los trabajadores no recibían el salario mínimo total por día, ni el pago obligatorio por tiempo extra. De acuerdo con las estadísticas de la OIT, el 74% de la fuerza laboral trabajaba en el sector informal y al margen de las protecciones básicas que otorga la ley.

El 3 de junio, el Ministerio del Trabajo emitió reglamentos para aplicar el Convenio 175 de la OIT sobre el trabajo a tiempo parcial, ratificado en 2017. En octubre, la Corte de Constitucionalidad suspendió temporalmente las disposiciones clave de los reglamentos. Aun cuando la comunidad empresarial estaba en favor de esos reglamentos como instrumento para la generación de empleos, los trabajadores expresaron preocupación porque estos reducirían aún más el salario mínimo, el pago de horas extras y las prestaciones de trabajo, como la seguridad social. También expresaron preocupación por los empleadores que harían la conversión a la fuerza de los trabajadores de tiempo completo en tiempo parcial.

Los sindicatos locales insistieron y protestaron contra las infracciones cometidas por los empleadores que no pagaban al sistema nacional de seguridad social las contribuciones correspondientes a empleadores y empleados, a pesar de las deducciones hechas al pago de los trabajadores por ese concepto. Las consecuencias de esas infracciones, especialmente comunes en el sector agrícola y de la exportación, fueron la limitación o la denegación del acceso de los empleados al sistema de salud pública, y la disminución o el pago inferior de prestaciones de los trabajadores por concepto de la pensión durante sus años de jubilación.

Muchos empleadores de trabajadores del servicio doméstico pagaron regularmente salarios inferiores al mínimo, no inscribieron a sus empleados en el Instituto Guatemalteco de Seguridad Social y exigieron 16 horas de trabajo por seis o más días por semana al personal que vivía en su residencia.
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